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Síntesis Ejecutiva

Tanto el concepto como la práctica de la evaluación de políticas deben consistir en algo más que la evaluación ex post. No es conveniente, ni suficiente, evaluar las políticas sólo después de su puesta en práctica. Por el contrario, la evaluación debe entenderse como un proceso continuo de análisis que acompañe el ciclo de vida de las políticas públicas y que suponga, al menos: el análisis de la agenda pública, la evaluación ex ante -propia de la etapa de formulación-, el seguimiento o monitoreo de la puesta en práctica y la evaluación ex post.

Propugnando la relevancia de evaluar la racionalidad, coherencia, eficacia, eficiencia e impacto de las políticas públicas, se advierte que la 
evaluación de políticas es una herramienta, un medio, no un fin; y el interés final que la guíe no debe ser contar con buenas evaluaciones, sino tener buenas políticas.

A diferencia de la “evaluación” -a secas- la “evaluación de políticas públicas” tiene sus propios códigos, valores y prácticas. Quien no pueda entender “la” política, conviene que sea muy prudente al evaluar “las” políticas. El aporte de modelos y tecnologías de la evaluación de proyectos ha sido notable y debe ser muy bien aprovechado en el campo de las políticas públicas. Pero las políticas públicas no pueden evaluarse como si fuesen proyectos privados.

Evaluar políticas aumenta la probabilidad de que ellas mejoren el cumplimiento de los fines para los que han sido diseñadas; permite ajustar los programas públicos en función de necesidades, previstas o no previstas; ayuda a mejorar el rendimiento de los recursos públicos asignados para la gestión de las políticas; y genera información que puede aumentar la transparencia y el control de los actos de gobierno, tanto por parte de las instituciones de control como por los ciudadanos.

La evaluación de políticas públicas puede contribuir a mejorar la democracia y apuntalar el desarrollo, pero el problema nodal de la evaluación de políticas en la Argentina no es nada técnico; es un problema de cultura e institucionalización: los gobiernos y las administraciones públicas no están impregnados de un sistema de valores que estimule la evaluación de políticas, ni han logrado instaurar reglas y prácticas sostenidas de evaluación, ni consolidado sistemas permanentes. Conocimiento, tecnologías y datos no faltan. En ocasiones, el problema no es que los evaluadores no encuentren información, sino que los datos no encuentran evaluadores.

Además de presentar algunas propuestas concretas para apuntalar la institucionalización de la evaluación de políticas publicas en Argentina, la ponencia sintetiza los objetivos, actividades y logros del Centro de Evaluación de Políticas Públicas (CEPP), una institución que ha nacido en el año 2004 como fruto del esfuerzo conjunto de la Asociación Argentina de Estudios de Administración Pública (AAEAP) y de la Universidad de Palermo.

LA EVALUACION DE POLITICAS PUBLICAS COMO CONTRIBUCION 
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1. Importancia de la evaluación de políticas públicas

Como bien lo ha señalado Myriam Cardozo Brum
, “podemos encontrar tantas definiciones de evaluación como autores han escrito sobre ella”. Al respecto, el aporte de Thomas Dye
 ha sido destacado por su precisión y síntesis: 

“La evaluación consiste en el análisis de los efectos, a corto y largo plazo, de las políticas, tanto sobre los grupos sociales o situaciones para los cuáles se diseñó la política, como sobre la sociedad en general. Puede incluir un análisis de la relación entre los costos (actuales y futuros) y los beneficios identificados” (Dye, 1995).
 

También se ha sostenido que la evaluación de políticas consiste en:

“(…) un proceso por el cual se analiza la eficacia y eficiencia de un programa. Esto implica la recolección, análisis e interpretación de información relativa al logro de los objetivos del programa” (Epstein, 1997).

Es nuestra opinión que tanto el concepto como la práctica de la evaluación de políticas deben consistir en algo más que la evaluación ex post. No es conveniente, ni suficiente, evaluar las políticas sólo después de su puesta en práctica. 

Por el contrario, la evaluación debe entenderse como un proceso continuo de análisis que acompañe el ciclo de vida de las políticas públicas y que suponga, al menos: el análisis de la agenda pública, la evaluación ex ante -propia de la etapa de formulación-, el seguimiento o monitoreo de la puesta en práctica y la evaluación ex post.

En ese sentido, importa tanto contar con datos que permitan estimar en qué medida se han logrado los objetivos de las políticas, como evaluar –antes de implementar- las consecuencias esperadas, la viabilidad o la conveniencia de adoptar una alternativa de política pública en desmedro de otra.

Por otra parte, el proceso de medición necesario en toda estrategia de investigación evaluativa, no comienza cuando los programas se han implantado, sino cuando estos se formulan, cuando se fijan objetivos y metas, o cuando se diseñan indicadores. 

En cualquier caso, es importante evaluar la racionalidad, coherencia, eficacia, eficiencia e impacto de las políticas públicas.

La evaluación de racionalidad analiza la correspondencia entre los objetivos de las políticas y los problemas que ellas se proponen resolver. La coherencia supone revisar que los medios e instrumentos de la política pública sean pertinentes para alcanzar los objetivos. La eficacia liga resultados con objetivos, y la eficiencia resultados con medios e instrumentos. Finalmente, la evaluación de impactos indaga sobre los efectos sociales de las políticas, más allá de los objetivos que las han guiado y de los resultados obtenidos.  

En su práctica, todo proceso de evaluación de políticas tiene un componente técnico significativo, pero no es deseable que –por esa vía- se termine imponiendo una ideología tecnocrática a la gestión de las políticas. En este asunto hay que ser muy claros: la 
evaluación de políticas es una herramienta, un medio, no un fin; y el interés final que la guíe no debe ser contar con buenas evaluaciones, sino tener buenas políticas.

A diferencia de la “evaluación” -a secas- la “evaluación de políticas públicas” tiene sus propios códigos, valores y prácticas. Quien no pueda entender “la” política, conviene que sea muy prudente al evaluar “las” políticas. 

El aporte de modelos y tecnologías de la evaluación de proyectos ha sido notable y debe ser muy bien aprovechado en el campo de las políticas públicas. Pero las políticas públicas no pueden evaluarse como si fuesen proyectos privados, porque “el costo de oportunidad” de llevar adelante una política u otra suele ser la vida, la paz, la integración social, la justicia, un mejor futuro. Esos “usos alternativos “ de los recursos públicos, difícilmente puedan ser comparados con una tasa de referencia para adoptar “decisiones de inversión”.

La evaluación de políticas públicas es necesaria y conveniente porque, entre otras cosas:

· aumenta la probabilidad de que las políticas mejoren el cumplimiento de los fines para los que han sido diseñadas;

 

· permite, a los decisores y administradores, ir ajustando los programas en función de necesidades, previstas o no previstas;

 

· ayuda a mejorar el rendimiento de los recursos públicos asignados para la gestión de las políticas; y

 

· genera información que puede aumentar la transparencia y el control de los actos de gobierno, tanto por parte de las instituciones de control como por los ciudadanos.

2. Cultura de la evaluación: política e institucionalización
Así como, en “La Pregunta por la Técnica”, Martin Heidegger impuso la noción de que “la esencia de la técnica no es nada técnico”, también puede convenirse que el problema de la evaluación de políticas en Argentina “no es nada técnico”. En efecto, no faltan conocimientos ni tecnologías, tampoco faltan datos. 

El problema nodal de la evaluación de políticas en la Argentina es de cultura e institucionalización: los gobiernos y las administraciones públicas no están impregnados de un sistema de valores que estimule la evaluación de políticas, ni han logrado instaurar reglas y prácticas sostenidas de evaluación, ni consolidado sistemas permanentes. 

Como siempre, hay excepciones
; pero es notable el modo en que se han destruido o desnaturalizado esfuerzos que habían avanzado en buena dirección. Por cierto, cabe también el interrogante acerca de qué tan probable es que los gobiernos asuman e institucionalicen los valores de la evaluación en una sociedad que no los pondera ni exalta.

Conocimiento y tecnologías no faltan. Lo llamativo es que el manejo de esos conocimientos y de esas tecnologías ha ido convirtiendo a varios analistas de políticas y estudiosos de la cuestión social, en consultores electorales. No se trata de un pecado profesional de quienes de modo honesto y legítimo se ganan la vida, sino de un problema político notable de la dirigencia argentina.

Es probable que esa dirigencia esté debatiendo más política que políticas; que esté evaluando “ex ante” los escenarios electorales mucho mejor, y más intensamente, que las alternativas de política pública, y que subestime el análisis de resultados e impactos. Si esto no es así, entonces habrá que revisar cómo y qué se comunica, sin perder de vista la responsabilidad de los medios en este juego.

Datos no faltan. En muchas ocasiones el problema no es que los evaluadores no encuentren información, sino que los datos no encuentran evaluadores. En rigor, la producción de información pública y privada es notable por su volumen, cobertura y actualización, pero esos datos se usan muy poco.

En síntesis, el problema esencial parece consistir en que la evaluación no es incorporada al proceso de adopción de decisiones y que la política no debate políticas. Los gobiernos sufren de “pereza evaluativa”, o bien le temen a la evaluación, o sufren de ambas cosas.

Al respecto, a modo de propuesta conviene apuntar algunas ideas generales para el debate sobre la institucionalización de sistemas de evaluación de políticas públicas en Argentina:

· La comparación de políticas y programas es un ejercicio de evaluación muy provechoso y poco explorado en el país. No es difícil –ni sumamente costoso- ampliar su uso y ponerlo a disposición del proceso de adopción de decisiones. En particular, existe un campo muy fértil y poco explotado en la comparación de políticas y programas provinciales, así como de gobiernos locales. 

· De igual modo, la comparación de políticas entre países sigue siendo una significativa fuente de potenciales hallazgos, pero hay que dejar de hacerla con el sesgo de los organismos multilaterales de crédito e imponer la lógica de la decisión y la administración propias, desde nuestra cultura.

· La discusión anual del proyecto de Ley de Presupuesto confiere a la dirigencia política y a la sociedad en su conjunto, una oportunidad inmejorable para debatir y evaluar las políticas ejecutadas y también los programas propuestos. Por su propia naturaleza, el presupuesto incorpora decisiones de asignación de recursos que afectan –e interesan- a sectores y a regiones. Por tanto, hacer que estos debates se conozcan y se adopten socialmente, es una responsabilidad política que –bien ejercida- puede contribuir a cimentar una cultura de la evaluación.

· Muchos actores organizados de la sociedad civil y del sistema de conocimiento evalúan políticas y programas, pero entre ellos suelen no existir intercambios o los gobiernos no se enteran jamás de lo que están haciendo. En sentido similar, organizaciones públicas del Estado recogen, registran y/o brindan información que suele no ser bien aprovechada para la evaluación de políticas y el proceso de adopción de decisiones. El desafío es poner en red estos múltiples esfuerzos y orientarlos de una manera provechosa.  

En su conjunto, estas propuestas pueden administrarse como una batería de iniciativas en el marco de un Programa Nacional de Evaluación de Políticas, que tenga como principal misión coordinar y aprovechar los esfuerzos privados y públicos ya existentes en materia de evaluación, convertirlos en insumos para el proceso de adopción de políticas e incentivar nuevos desarrollos cuando se considere necesario.

En cualquier caso, importa que el Programa reporte a los máximos niveles de responsabilidad política, pudiendo también tomar la forma de agencia pública, a semejanza de la Agencia Estatal de Evaluación de la Calidad de los Servicios y de las Políticas Públicas, creada recientemente por el gobierno de Rodríguez Zapatero en España, y que estaría funcionando a pleno en el año 2006; o bien podría seguir el modelo del Departamento Nacional de Planeación en Colombia, un órgano técnico asesor del Presidente de la República que, entre otras funciones, se ocupa de evaluar políticas.

3. El Centro de Evaluación de Políticas Públicas (CEPP)
El Centro de Evaluación de Políticas Públicas (CEPP) nació a mediados del año 2004 como fruto del esfuerzo conjunto de dos instituciones: la Asociación Argentina de Estudios de Administración Pública y el Departamento de Políticas y Gestión Pública de la Universidad de Palermo. 

El CEPP funciona en estrecha relación con la Maestría en Gobierno de la Universidad de Palermo y desarrolla su actividad por proyectos, en equipos interdisciplinarios de profesionales y expertos en gestión de gobierno y políticas públicas, muchos de los cuales residen y trabajan en distintas ciudades y provincias argentinas, tales como La Pampa, Tucumán, Misiones, Entre Ríos, La Plata, Bahía Blanca y Buenos Aires.

Los principales objetivos del Centro son:
 
· Contribuir a desarrollar y consolidar una cultura de la evaluación de políticas públicas, programas de gobierno e instituciones, promoviendo y realizando debates, intercambios y todo tipo de acción científica, profesional y académica adecuada a tal fin. 
 
· Favorecer el desarrollo de marcos teóricos, estrategias, técnicas e instrumentos de evaluación de políticas públicas, programas y acciones de gobierno e instituciones.
 

· Evaluar políticas públicas, programas y acciones de gobierno e instituciones.
 
· Comunicar y difundir hallazgos y resultados en materia de evaluación.

Algunas de las principales actividades y trabajos que ha concretado el Centro son los siguientes:  

· Disertación y debate del equipo del Centro con Marcelo Medeiros, experto en evaluación de políticas sociales del International Poverty Center (Undp) y del Ipea Brasil. Tema desarrollado: “La evaluación de políticas sociales. Perspectivas de desarrollo, pobreza y desigualdad en América Latina”. Agosto de 2004.

· Proyecto de Evaluación del Gasto Público en Salud y Educación. Informe Final: “El Resultado Y Griega. Salud y Educación en Argentina” (Alejandro E. Rodríguez y Claudia Cardinale, diciembre 2004). Presenta un análisis del modo en que se han comportado, en los últimos cinco años, el gasto público consolidado en salud y en educación (sumando gasto nacional, provincial y municipal), el ingreso medio de las familias argentinas en todo el país, así como los precios al consumidor en servicios y bienes educativos y de salud.
Se concluye que –en medio de la crisis social caracterizada por el aumento sin precedentes de la pobreza y la indigencia- la Argentina ha experimentado un “bache” en materia de financiamiento de la salud y la educación, junto con una pronunciada caída en el ingreso medio de las familias y el aumento de los precios al consumidor en productos de salud y educación, lo que podría estar afectando muy seriamente el desarrollo humano y de capital social, en el presente y hacia el futuro. El gasto público consolidado en educación y salud no se ha orientado en sentido contracíclico. De haberse movido en esa dirección, podría haber contribuido a disminuir el efecto de la crisis y  sus consecuencias futuras. Las lecciones en materia de política pública suponen, en buena medida, focalizar en el rol del “centro” y de las denominadas “políticas universales”, cuando en un período de crisis profunda se afectan seriamente algunos servicios de administración descentralizada.  

· Proyecto de Evaluación del Servicio de Transporte. Informe Final: “Percepción de la Calidad del Transporte en la Ciudad de Buenos Aires” (Marina Calamari, Rodolfo Chiodini, Guillermo Altamirano y Virginia Dangelo, diciembre de 2004). La evaluación regular y permanente de la satisfacción de los usuarios de transporte público en grandes centros urbanos, constituye un aporte a la formulación e implementación de políticas para ese sector. El trabajo indaga la opinión de los usuarios del servicio de subtes y colectivos acerca del funcionamiento general de los servicios, precios, frecuencias y comodidades. 

En general, los resultados de la evaluación demuestran una más positiva valoración del servicio de subterráneos que del transporte colectivo automotor, y el precio del pasaje es –en ambos casos-  el atributo que mejor ha sido calificado. Tanto para el transporte subterráneo como para el de colectivos, la comodidad durante el viaje es el atributo con mayor valoración negativa. 

Se sostiene la necesidad de mejorar la coordinación interjurisdiccional, así como la constitución de ámbitos y políticas comunes de regulación y control del transporte en toda la región metropolitana de Buenos Aires. 

· Primer Seminario de Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas (marzo y abril de 2005). El Centro de Evaluación de Políticas Públicas (CEPP) y el Instituto de Desarrollo Regional de la Universidad de Sevilla (España), organizaron el Primer Seminario de Seguimiento y Evaluación de Políticas, que se desarrolló en Buenos Aires entre el 28 de marzo y el 1º de abril de 2005. El Seminario tuvo por objeto actualizar conocimientos y brindar nuevos instrumentos en materia de evaluación de políticas para la Argentina. 

En la actividad participaron profesionales ligados a la Maestría en Gobierno de la Universidad de Palermo y la Asociación Argentina de Estudios de Administración Pública, funcionarios y auditores públicos, así como especialistas en gestión y políticas públicas provenientes de distintas disciplinas como economía, ciencia política, ingeniería y sociología.

El seminario estuvo a cargo del Dr. Carlos Román del Río, Director del español Instituto de Desarrollo Regional, y de su colega, Carmen Vélez Méndez. Ambos expertos también forman parte de la Sociedad Española de Evaluación y de la Sociedad Europea de Evaluación.
· Proyectos en marcha: actualmente, se encuentran en marcha cuatro proyectos de evaluación: a) El comportamiento de encadenamientos productivos en economías regionales argentinas después de la devaluación; b) Política de apoyo a estudiantes universitarios en la comuna rural Santa Rosa de Leales (Provincia de Tucumán); c) Análisis de la implementación de la Ley Nacional de Tránsito; d) Análisis de indicadores sociales y productivos. En todos los casos, se espera contar con informes finales al 30 de junio de 2005.
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�. Entre las excepciones más notables y recientes, debe destacarse el aporte de las evaluaciones de la SIGEN referidas al funcionamiento del Plan Jefas y Jefes, así como su incidencia en la mejora de la implantación y posterior reformulación de la política.
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